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Resumen  
Lo que se pretende con este escrito es  demostrar como el avance de la tecnología,  como son las 
plataformas digitales,  pueden ayudarnos en este caso a movilizarnos, y también podemos ver la 
parte negativa en cuanto a que a  este tema  hay muchos vacíos jurídicos como lo es no tener  
normatividad sobre app , acompañado del tema laboral entre transportador y plataforma digital  se 
busca hacer una comparación de diferentes países donde funciona esta plataforma (Uber) y en 
dónde no. En lo referente al ámbito jurídico lo que se busca es hacer un pararelo internacional y 
asi poder comparar que se ha dicho en relación con los otros países, ya que el tema que se está 
desarrollando es de una gran amplitud y así reúne todos los pilares en los cuales se mueve un país; 
como por ejemplo un ámbito social cultural económico, etc.,  Igualmente  se busca conocer 
también la jurisprudencia internacional donde, en un futuro pueda ser aplicable para tomar de 
referencia en Colombia  
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Abstract  
What is intended with this paper is to demonstrate how the advancement of technology, such as 
digital platforms, can help us in this case to mobilize, and we can also see the negative part in that 
there are many legal gaps on this issue, seeks to make a comparison of different countries where 
this platform works (Uber) and where not, In what refers to the legal field what is sought is to show 
the similarities or differences that we can have with other countries, since this theme brings 
together all the pillars in which a country moves; such as an economic cultural social field, etc., It 
also seeks to know international jurisprudence where, in the future it may be applicable to take 
reference in Colombia. 
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Lo que se pretende desarrollar con este escrito es  una comparación de diferentes países 
con el nuestro,  para así hacer un paralelo   internacional referente a varios temas como lo son las 
herramientas tecnológicas como  APP, evidenciar la legalidad de estas mismas y demostrar 
jurídicamente los vacíos que se han encontrado con la llegada de dichas aplicaciones, resaltar los 
pronunciamientos de las altas Cortes  y lo que ha mencionado cada uno de esos países que vamos 
a introducir en el esquema de comparación internacional, basándonos en hechos recientes como lo 
son tratados internacionales, fuentes jurídicas, sentencias de altas Cortes que hacen referencia al 
tema del transporte en cada uno de sus países, nos enfocaremos en nuestro país Colombia para 
mirar nuestro ordenamiento jurídico;  cómo reacciona al tema de herramientas tecnológicas o 
famosas App que por medio del avance de la tecnología están llegando a nosotros con facilidad y 
que tenemos que estar a la vanguardia de que éstas aplicaciones sean legales y cumplan con lo 
establecido por el marco normativo colombiano. 
 
Problema jurídico  ¿ Se ha implementado una revisión normativa de herramientas 
tecnológicas, contratación y legalidad  en el sistema internacional de transporte ?  
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1. Historia del transporte público 
 
La población  ha ido creciendo desmesuradamente,  y a la par el sector transporte, ya que 
los desplazamientos son más largos al irse poblando el espacio público, la proliferación de los 
automóviles han  saturado las vías y el agite de la vida moderna  que requiere inmediatez  ha 
abiertos  espacios a nuevo servicios en el área de transporte como el proporcionado a través de  las 
App, que sumado al servicio de transporte ofrece un halo de seguridad, confort y exclusividad. 
 
2.  Uber 
La tecnología ha tenido un avance importante en el sistema de transporte , ahora podemos 
hacer desplazamientos bien sea largos o cortos guiados por aplicaciones de trafico las cuales nos 
indicara que tiempo tendremos en el recorrido , y asi mismo podemos entender la dinámica que se 
presenta en el cual hablamos de 2 roles ,1 el usuario quien pagara por el recorrido y asi la aplicación 
estimara el valor 2 transportador quien llevara al ausuario de un piunto a otro. 
   
El deterioro de las condiciones económicas en la mayoría de los países y las 
estrecheces resultantes han servido de potente estímulo para que mucha gente 
invente, desarrolle, ponga en marcha o participe en actividades de economía 
colaborativa, a fin de obtener ingresos o disfrutar de bienes o servicios a los que no 
podrían acceder en modo alguno o en condiciones tan favorables en el marco de los 
sistemas tradicionales (Doménech, 2015, p.  67) 
 
Lo anterior trayendo como consecuencia el caso que nos ocupa en esta investigación: Uber  
 
Pocas instituciones —como el servicio público— han soportado tanto el peso de los 
cambios operados en el campo de la economía (…)  cuya velocidad de mutación corre pareja con 
el crecimiento de las necesidades sociales  e innovaciones tecnológicas (Cassagne, 1996, p. 95).  
 
Más que poner fin a la ideologización del concepto de servicio público y a su 
exagerada extensión, pusieron el acento en la función del control y de garantía que 
debe cumplir el Estado para asegurar determinadas prestaciones básicas a la 
comunidad,  los avances tecnológicos han incrementado en forma exponencial las 
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necesidades colectivas y el Estado, en su función de garante de prestaciones de 
calidad a precios justos y razonables fijados libremente en condiciones de 
competencia (Cassagne, s.f., p. 401). 
 
El Estado es el responsable de determinar cuestión de seguridad  y calidad verificar  que 
las tarifas sean justas en cuanto el desplazamiento vs tiempo, que sea una empresa representada en 
el mercado, exista una libre competencia, legalidad, y que toda esta actividad este regulada por el 
Ministerio de Transporte, es el ente que vigila y controla a las empresas de transporte  y app que 
se generan con el crecimiento de la tecnología, el Estado debe garantizar el cumplimiento de estas 
herramientas tecnológicas y que se encuentren dentro de un marco normativo legal  
 
Según Díaz-Osorio y Marroquín (2016) “¨el  desarrollo urbano de  las ciudades ha estado 
ligado al desarrollo de los sistemas de movilidad, destacando aspectos relacionados con la 
extensión territorial” (p. 126). 
 
2.1 Países donde opera Uber y donde no. 
 
Figura 1. Países donde opera UBER y dondo no 
 
Fuente. Elaboración propia 
 
“Es responsabilidad de las empresas de transporte organizar de manera adecuada los 
factores de producción para utilizar de manera adecuada la infraestructura, los medios de transporte 
y la tecnología que sustenta el servicio público” (Salazar 2001 como se citó en García, 2015, p. 
14). 















Todas las empresas deben de ir de la mano con Secretaria de Movilidad que ellos son los 
encargados del sistema vial, la tecnología que entran a los sistemas de los vehículos deben ser 
enfocados en la protección del conductor y del usuario. 
 
2.2  Comparación de la normatividad internacional 
 
Si lo miramos desde un ámbito internacional todos los estados lo que buscan es que estas 
aplicaciones entren al mercado bajo un sistema de regularización del estado para darle 
garantía a las personas que utilicen estos medios tanto en su seguridad y legalidad 
buscando una armonía para cada uno de ellos , dándole la opción de incursión al libre 
mercado y que exista una justa competencia  
 
En el servicio de transporte urbano y la necesidad de una regulación económica y 
social por parte del Estado, por razones de eficiencia económica y equidad 
distributiva. Para ello, tomaremos en cuenta el régimen legal aplicable al transporte 
urbano en el Perú con el fin de concluir si dichas consideraciones económico-
jurídicas resultan aplicables bajo nuestro marco constitucional (Jara & Vásquez, 
2012, p. 309). 
 
Esto es lo más viable para todos los países donde Uber funciona, una entidad que lo regule 
y no estén en contra de ningún ordenamiento jurídico, buscando la estabilidad laboral para cada 
uno de los que maneja, y así las rentabilidades que genera esta operación se vean reflejadas en el 
país, lo que se busca es una reglamentación con conductores preparados en cuanto conocimiento 
y experiencia y con conductores habilitados con sus licencias para poder ejercer su actividad frente 
al volante  
 
 Para Aguirre Quezada (2017) la Comunidad de Madrid refiere que: 
 
La movilidad urbana, entendida como la necesidad o el deseo de los ciudadanos de 
moverse es, por tanto, un derecho social que es necesario preservar y garantizar de 
forma igualitaria”.2 Por tanto, es necesario que tanto la sociedad como los gobiernos 
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garanticen diferentes alternativas a fin de que la población pueda desplazarse de 
forma ágil, segura y eficiente (p. 8). 
 
En Brasil la empresa de Belo Horizonte BHTRANS  es la entidad que maneja el transporte. 
 
La BHTRANS es la entidad responsable a nivel municipal de la planificación del 
tránsito y el transporte público, y participa también en la planificación del desarrollo 
urbano. Tiene bajo su responsabilidad la administración del sistema de transporte 
colectivo de autobuses, los servicios de taxi (Vivas, 2002, p. 16). 
 
En Colombia todas las personas pueden circular libremente por el territorio como lo dice 
el artículo 24 de la Constitución Política de 1991: “Todo colombiano, con las limitaciones que 
establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de 
él, y a permanecer y residenciarse en Colombia” (p. 17). En cualquier parte donde se preste el 
servicio se puede circular por todo el territorio colombiano desde que sea con un sistema de 
transporte que sea legal y se rija bajo un marco normativo 
 
El Gobierno Nacional podrá establecer la obligación de llevar un informe de residencia de 
los habitantes del territorio nacional, de conformidad con la ley estatutaria que se expida para el 
efecto  y así el gobierno sea garante del servicio de transporte que se le dé al pueblo sea legal 
García  (2015) “Podemos definir los usuarios como los consumidores que actúan bajo el marco de 
racionalidad económica tomando decisiones para suplir necesidades de movilización” (p. 27). 
 
Es básico, entre mejores vías se tenga dentro de la ciudad, más rápido va hacer el 
desplazamiento del transporte en cualquiera de sus modalidades, dándole así mayor agilidad a la 
sociedad, y esto ayudaría a que cada persona no tendría que pasar MAS tiempo del que pasa en un 
sistema de transporte, viendo que ese tiempo se podría dedicar a un momento familiar 
 
En Bélgica hay fuertes críticas en el tema de Uber, el tribunal belga ha tomado la decisión 
de prohibir Uber interponiendo multas hasta de 10.000 euros (Fariza, 2014).   
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El pasado 11 de mayo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea con sede en Bélgica, 
explica que Uber es una empresa como cualquiera, y así mismo debería portar en regla sus 
permisos para poder funcionar y lo compara con los taxis europeos que, así como ellos cumplen 
con unos parámetros establecidos por la ley, igualmente debe hacerlo Uber también argumenta que 
Uber es una empresa y no una plataforma digital  
 
Sentencia Del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 20 de diciembre de 2017:  
 
Procedimiento prejudicial — Artículo 56 TFUE — Artículo 58 TFUE, 
apartado 1 — Servicios en el ámbito de los transportes — Directiva 2006/123/CE — 
Servicios en el mercado interior — Directiva 2000/31/CE — Directiva 98/34/CE — 
Servicios de la sociedad de la información — Servicio de intermediación que 
permite, mediante una aplicación para teléfonos inteligentes, conectar a cambio de 
una remuneración a conductores no profesionales que utilizan su propio vehículo 
con personas que desean realizar desplazamientos urbanos — Exigencia de una 
autorización (p. 1). 
 
Escobar  y  Sepúlveda  (2018)  ilustra el tratamiento jurídico del transporte, aclara la forma 
de aplicación del Derecho de Consumo en el comercio electrónico. 
 
Olmedo Peralta  (2017) resalta que: 
 
La vigente normativa ordenadora de los transportes terrestres carece de una 
disciplina adecuada para dar cabida a los modelos de transportes organizados en 
torno a plataformas de la llamada economía colaborativa. En tal sentido, se hace 
preciso disponer en nuestro ordenamiento de una regulación de las plataformas 
organizadoras de las redes de transporte (p. 250). 
 
 el crecimiento de la tecnología ha sido tan importante  que todos los estados deben 
regularizar el sistema de las plataformas tecnológicas en el sector transporte, ya que en nuestro 
caso las leyes que existen en nuestro país se están quedando cortas para el control y regularización 
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de las apps, hay que dejar c claro que las plataformas que incursionan en los países se busca que 
su objetivo sea la legalidady asi brindar la adecuada protección al consumidor  
 
El desarrollo del transporte internacional de viajeros por 27 carretera viene marcado 
por innumerables avances tecnológicos y jurídicos que han permitido mejores 
vehículos (tacógrafo digital, sistema de navegación GPS, sistemas de seguridad), 
mayores infraestructuras viarias (autovías, autopistas, mejores carreteras 
convencionales) y una progresiva evolución normativa (página 20) Desde luego, la 
actual composición del mercado de transporte requiere inaplazablemente tanto para 
su esfera internacional como para la estrictamente europea una completa 
transformación hacia un sistema jurídico (Belintxon, 2016, p. 20) 
 
Así como existe la protección al consumidor debemos resaltar el crecimiento que ha tenido 
el transporte e todos estos países e revisión , y así una evolución normativa que está haciendo que 
el derecho tenga que regular situaciones claras en frentes a las app y su población en la antigüedad 
solo se le decía al conductor una dirección y era el quien se las ingeniaba para llegar a la dirección 
que le encomendaron ahora en la actualidad el sistema de navegación te busca la ruta más rápida 
y en algunas veces la que menos combustible te hace gastar el sistema ha cambiado y la tecnología  
ha mejorado ese ámbito y así todo a su alrededor tiene que estar a la vanguardia ya que el derecho 
cambia. 
 
2.3 Países en revisión 
 
2.3.1 España  
Su marco normativo no opera con Uber ya que ellos no se acogen a las leyes de sus países, 
en cuanto consolidarse como una empresa y acatar la normatividad jurídica de esta misma, utiliza 
conductores no calificados para realizar esta actividad ya que el manejar es una actividad peligrosa 
y jurídicamente hay un desacatamiento a la norma la cual es muy clara y dice que para realizar esta 
actividad se debe tener un carro en condiciones para prestar el servicio como por ejemplo: color, 









La Revista de Derecho del Transporte: Terrestre. Marítimo. Aéreo y Multimodal en su 
edición  Nº20 en el (2017)  hace una análisis  “El sector del transporte es fundamental para la 
economía española, no sólo por su peso específico intrínseco sino por su conexión con otros 
sectores punteros, como el turismo” (p. 329). 
 
Debemos tener en claro que siempre que hablamos de transporte, debemos encaminar 
varios factores como lo es un el social económico y ante todo y el más importante el turismo, el 
transporte da la facilidad movilidad de un punto a otro, pero debe quedar en claro que será el factor 
más viable de la economía, ya que por medio de él  se recoge varios dineros y el ente encargado 
en nuestro país de recaudar ese dinero es Secretaria de Movilidad  
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2.3.2 Portugal  
- Ley Uber 
- Busca legalización  
- Contrato de trabajo  
- Comparación internacional 
 





En Portugal se hizo una nueva ley que se llamó la Ley Uber  en la cual busca una 
legalización para la plataforma, buscando soluciones positivas y legales con el gobierno para 
operar y así no infringir en su normatividad jurídica,  el objetivo es que la tasa suba para que así 
por cada viaje se le dará al gobierno un 5 % y así fomentar la modernización , y así ponerle fin a 
esta guerra que entre conductores lleva a consecuencias de conflicto entre las personas que trabajan 
en el sector del transporte , el acuerdo les indica a los conductores que se deben capacitar  su 
horario no va hacer mayor a 10 horas  , y se exige un contrato de trabajo los carros con los cuales 
se van a trabajar no pueden tener más de 7 años de antigüedad lo que se busca es tener un parque 
automotor en buenas condiciones para así laborar de una manera efectiva  (Del Barrio, 2018). 
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En este caso hablamos de intervinientes como la persona que pide el servicio por medio de 
la App y el transportador que la llevara al punto el cual ha indicado la persona con anterioridad en 
base que esto se cumple en ambos servicios recordando que será un contrato en el cual las partes 
pactan 1 prestar el servicio 2 cancelar por el mismo, como lo es el servicio tradicional, y la 
plataforma tecnológica (App) En el libro de  Escobar (2004).  “Derecho de transporte terrestre”  se 
“estudia los aspectos generales del contrato de transporte, su naturaleza jurídica, las características, 
la prueba, los documentos, así como los derechos, obligaciones y facultades de las partes 
intervinientes, el remitente, el transportador y el destinatario “ (p. 11). 
 
2.3.3   Argentina  
- Tribunal Superior de justicia  
- Código de Contravenciones Ley 1472 28 de octubre 2004 
- Fallo de la Sala II de la Cámara de apelaciones en lo penal contravencional y de faltas 
de la ciudad  
 









● Como en la mayoría de los países todos los conductores deben portar una licencia  que 
lo acredita para manejar su clase de vehículo, como por ejemplo la gente que saca su licencia de 
conducción B1 lo autoriza para manejar automóviles, camiones y utilitarios más no para movilizar 
pasajeros la categoría que habilita el transporte de pasajeros es el CATEGORIA D  
 
● Haciendo una comparación su uso de operar de Uber en todos los países es el mismo: 
se baja la aplicación, después se elige o se pide desde el punto que se encuentre hasta un punto 
final fijando una tarifa a veces dependiendo de varios aspectos, como el clima, tráfico y así  arroja 
un valor hasta el destino final  
 
● Uber es investigado por varias causales y una de las principales es la evasión lo 
dictaminó la administración gubernamental de ingresos públicos AGIP 1.044.659 en tema de 
impuestos ya que la mayoría del dinero sale fuera del país y debería ser al contrario, que esta 
empresa haciendo esas ganancias debería tributar  
 
● Hablamos de dos infracciones en el Código de Contravenciones Ley 1.472 de 2004. 
 
Artículo 83 - Usar indebidamente el espacio público. Quien realiza actividades 
lucrativas no autorizadas en el espacio público es sancionado/a con multa de 
quinientos ($ 500) a mil ($ 1.000) pesos. 
Quien organiza actividades lucrativas no autorizadas en el espacio público, en 
volúmenes y modalidades similares a las del comercio establecido, es sancionado/a 
con multa de diez mil ($ 10.000) a sesenta mil ($ 60.000) pesos  
Artículo 74 - Ejercer ilegítimamente una actividad. Quien ejerce actividad para 
la cual se le ha revocado la licencia o autorización, o viola la inhabilitación o excede 
los límites de la licencia es sancionado/a con dos (02) a diez (10) días de trabajo de 
utilidad pública, multa de $ 5.000 (pesos cinco mil) a $ 50.000 (pesos cincuenta 





Figura 4. Fallo de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo penal en Argentina 
 
Fuente. Elaboración propia 
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3.  Jurisprudencia del Tribunal Supremo de Barcelona 
 




Fuente.  Elaboración propia 
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Jurisprudencia del tribunal de justicia  
Uber es una empresa de transporte y no una plataforma digital  




Respecto a este tema Guillén Navarro (2018) hace un análisis del servicio de taxis vs las 
plataformas: 
 
En los últimos años, el sector del taxi se enfrenta a la incursión de la economía 
colaborativa en el transporte urbano de viajeros en automóviles de turismo. 
Plataformas como Uber o Cabify intentan hacerse un hueco en este sector 
monopolizado por el taxi (p. 1). 
 
Hablamos del conductor VTC es la persona vehículos de turismo con conductor esto lo 
podemos ver reflejado en Colombia como la persona que está vinculada a un hotel en cual tiene 
un contrato exclusivamente para este , su carro debe tener ciertas características como lo es debe 
ser blanco placas públicas , y en sus puertas debe tener una cinta de color verde alrededor del 
vehículo es muy similar como lo que pasa en España ellos lo colocan una calcomanía en el vidrio 
delantero y trasero del carro alusivo al VTC. 
 
Lo que se ve reflejado en el Estado europeo, es que se le califica a Uber como un servicio 
de transporte como cualquiera a sus conductores se les puede pedir sus licencias demostrando que 
son facultados para manejar esa categoría a la cual están manejando su vehículo, y así demostrar 
que no estén utilizando su licencia para manejar un servicio el cual no es competente como lo dice 
su licencia de transito  
 
En la Sentencia 20 de septiembre 2017 el Tribunal de Justicia de   Barcelona  da una 
solución argumentando   que ellos se deben regular como una empresa, con esta sentencia se da 
un precedente para las demás aplicaciones que pueden incursionar en el transporte  
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El Tribunal de Justicia de Barcelona (2017) afirma que el servicio prestado por la compañía 
Uber se relaciona con el transporte y sobre ese supuesto se le debe calificar como “un servicio en 
el ámbito de los  transportes” (p. 1). 
 
El servicio que brinda Uber es que conecta a personas naturales con conductores NO 
profesionales en carros particulares, con lo cual los taxistas se vieron afectados con esta actividad 
ya que constituían prácticas engañosas y competencia desleal, ya que sus conductores no son 
calificados  
 
Se referencia a los usuarios como clientes porque están dentro de una economía dinámica, 
donde el enfoque principal debe estar fundado en la protección hacia el cliente o usuario 
 
4.  Legislación colombiana 
 
● Ley 769 del 6 de agosto 2002 Código Nacional de Transito. 
Artículo 131. Multas. Infracción D.12: Conducir un vehículo que, sin la debida 
autorización, se destine a un servicio diferente de aquel para el cual tiene licencia 
de tránsito. Además, el vehículo será inmovilizado por primera vez, por el término 
de cinco días, por segunda vez veinte días y por tercera vez cuarenta días. (Ley769 
2002 art 131 ). 
 
● Decreto 3366 de 2003. 
Establece que “ninguna empresa habilitada para prestar servicio especial puede prestar un 
servicio individual (taxi). Quien lo hace, incurre en la infracción de la norma de transporte 
denominada ‘Cambio de Servicio o Servicio no autorizado’” (Ministerio de Transporte, 2014, p. 
1). 
 
● Infracción 587 de la Resolución 10800 de 2003 
“Cuando se compruebe la inexistencia o alteración de los documentos que sustentan la 
operación del vehículo y sólo por el tiempo requerido para clarificar los hechos” Resolucion 




● Infracción 590 de la Resolución 10800 de 2003 
 
Cuando se compruebe que el equipo está prestando un servicio no autorizado, 
entendiéndose como aquel servicio que se presta a través de un vehículo automotor 
de servicio público sin el permiso o autorización correspondiente para la prestación 
del mismo; o cuando este se preste contrariando las condiciones inicialmente 
otorgadas. En este caso el vehículo será inmovilizado por primera vez, por el 
término de cinco (5) días, por segunda, vez 20 días, y por tercera vez, 40 días, y si 
existiere reincidencia, adicionalmente se sancionará con multa de cinco (5) salarios 
mínimos mensuales legales vigente (Resolución 10800, 2003, infracción 590) 
 
El servicio que se preste en cualquiera de los medios de transporte sea app o sea servicio 
tradicional debe ser un servicio integro, con responsabilidad con el usuario recordando que se están 
transportando vidas y lo más importante acatar todo lo reglamentario como lo indica el código 
nacional de tránsito, el usuario tiene la opción de calificar al conductor durante su recorrido y así 
la empresa tendrá en cuenta las opiniones de los usuarios. 
 
Alba (2016) en su investigación “Análisis comparativo del servicio que prestan los sistemas 
de transporte masivo en São Paulo y Bogotá” resumen que:  
La prestación de un buen servicio va ligada con la calidad del mismo y que mejor 
prueba que los usuarios, para que juzguen el nivel de satisfacción. Este trabajo 
evidencia las ventajas y desventajas del medio de transporte masivo en Bogotá (p. 
2). 
 
● Decreto 1079 de 2015 decreto único reglamentario del sector transporte  
 
Artículo 2.1.2.1 Definiciones generales. Para la interpretación y aplicación del 
presente Libro se tendrán en cuenta las siguientes definiciones: 
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Actividad transportadora: de conformidad con el artículo 6 de la Ley 336 de 1996, 
se entiende por actividad transportadora un conjunto organizado de operaciones 
tendientes a ejecutar el traslado de personas o cosas, separada o conjuntamente, de 
un lugar a otro, utilizando uno o varios modos, de conformidad con las 
autorizaciones expedidas por las autoridades competentes, basadas en los 
reglamentos del Gobierno Nacional. 
Transporte público: de conformidad con el artículo 3 de la Ley 105 de 1993, el 
transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de 
personas o cosas, por medio de vehículos apropiados, en condiciones de libertad de 
acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación 
económica. 
Cuando no se utilicen equipos propios, la contratación del servicio de transporte 
deberá realizarse con empresas de transporte público legalmente constituidas y 
debidamente habilitadas (Decreto 1079, 2015, art2.1.2.1)  
 
● Juisprudencia   
Corte Constitucional Sentencia C 535 /97 competencia desleal  
 
La ley pretende garantizar la libre y leal competencia económica y se aplica a los 
actos de competencia desleal cuyos efectos principales repercutan en el mercado 
nacional. En términos generales se considera que constituye competencia desleal 
“todo acto o hecho que se realice en el mercado con fines concurrenciales, cuando 
resulte contrario a las sanas costumbres mercantiles, al principio de buena fe 
comercial, a los usos deshonestos en materia industrial o comercial, o bien cuando 
esté encaminado a afectar o afecte la libertad de decisión del comprador o 
consumidor, o el funcionamiento concurrencial del mercado (Corte Constitucional, 




● Resolución 3068 de 2014  formato único de extracto de contrato  
 
Art.23 extracto de contrato  
1. Nombre de la entidad contratante. 
2. Duración del contrato, indicando su fecha de iniciación y terminación. 
3. Objeto del contrato. 
4. Origen y destino. 
5. Placa, marca, modelo y número interno del vehículo (Resolucion 3068, 2014 , 
art23)  
 
Art. 3º—Contenido del formato único de extracto del contrato (FUEC) 
El Formato único de extracto del contrato (FUEC) contendrá los siguientes datos, 
conforme a lo señalado en la ficha anexa a la presente resolución. 
1. Número del FUEC. 
2. Razón social de la empresa. 
3. Número del contrato. 
4. Contratante. 
5. Objeto del contrato. 
6. Origen-destino, describiendo el recorrido. 
7. Convenio de colaboración empresarial, en caso de que aplique. 
8. Duración del contrato, indicando su fecha de iniciación y terminación. 
9. Características del vehículo (placa, modelo, marca, clase y número interno del 
vehículo). 
10. Número de tarjeta de operación. 
11. Identificación de los conductores. (Resolucion 10800, 2003, art3) 
 
 El FUEC es el formato que está amparado por el Ministerio de Transporte que dice 
claramente que la persona que preste servicio especial deberá, mostrar ante la autoridad de transito 
su FUEC con todos los requisitos claros ya que varias personas trabajan con plataformas que no 
cumplen con este requisito expedido por el Ministerio de Transporte   
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Moller  (2004).  “Un buen sistema de transporte público (TPC) debe fomentar el desarrollo 
sostenible en la ciudad, lo que quiere decir: que debe permitir la libre movilidad” (p. 1). 
 
Lo que se busca es que todas las personas que manejan (conductores) sean de aplicaciones 
o del servicio tradicional tengan las mismas condiciones laborales como lo expresa nuestra 
constitución con su derecho al trabajo brindarle a los conductores garantías laborales a la hora de 
prestar su servicio 
 
● Decreto 410 de 1971. 
“Por el cual se expide el código de comercio”  
 
Artículo 25. Empresa - Concepto. Se entenderá por empresa toda actividad 
económica organizada para la producción, transformación, circulación, 
administración o custodia de bienes, o para la prestación de servicios. Dicha 
actividad se realizará a través de uno o más establecimientos de comercio. (Decreto 
410, 1971, art25) 
 
Estancona (2018) en su obra “Transporte terrestre de pasajeros contratación, 
responsabilidad y seguro” aborda especialmente el ámbito de la contratación del transporte, la 
responsabilidad civil, la protección del pasajero como consumidor y su aseguramiento 
 
Toda empresa debe antes de que cualquier carro salga de sus instalaciones deberá tener los 
seguros en orden el seguro contractual y extracontractual , y en caso tal un seguro todo riesgo que 
pone el propietario en su vehículo , se tiene una estrecha unión entre la empresa y el conductor , 
en caso de un accidente podrá afectar el seguro y así poder responder en 16 caso tal que se deba , 
en cuanto al pasajero toda la protección tanto en el carro como en atención al cliente siempre 
prestando un mejor servicio  
 
“La utilización de medios electrónicos por parte de las administraciones genera un derecho 




De tiempo atrás, el Estado colombiano ha pretendido la formalización de los conductores 
del servicio público de transporte, tanto es así que desde la Ley 15 de 1959 se estableció que, para 
el caso de estos trabajadores, el contrato de trabajo se entendería celebrado entre la empresa 
respectiva y aquel. Ahora la mayoría de las empresas antes de iniciar o entregar un tarjetón deberá 
cotizar como independiente a SEGURIDAD SOCIAL EPS ARL PENSION en caso de que falte 
alguno de estos aportes no se le será sellado el tarjetón y así incurriría en infracción 
 
Figura 6.  Legislación colombiana 
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Lo que se puede concluir es que todos los ordenamientos jurídicos revisados en el presente 
texto son distintos,  en algunas casos  pueden compararse con nuestro país demostrando viabilidad 
o no al mismo, el tema de las herramientas tecnológicas es un tema nuevo así que muchos países 
apenas están trabajando en él para dar una mayor seguridad jurídica buscando siempre que la 
población de cada uno de sus territorios se encuentreen armonía,  Todo debe ir cambiando y el 
derecho debe hacerlo de la misma manera afirmando que el derecho virtual es una necesidad y se 
debe crear normatividad jurídica de inmediato para que asi estas aplicaciones no exploten a sus 
trabajadores y trabajen en forma esencial con mira al consumidor  
 
Debemos tener en cuenta que la contratación de estas personas no son legales, ya que la 
licencia de conducción que presenta el conductor es B1 la cual el Ministerio de Transporte lo 
autoriza para manejar vehículos particulares, lo cual estas aplicaciones hacen pasar a sus 
conductores por empleados o socios haciendolos incursionar en un error con el sistema de 
transporte nacional colombiano el cual el ministerio de transporte es muy claro diciendo que la 
persona que realice una actividad de prestar el servicio publico de pasajeros debe estar 
representado por una empresa totalmente constituida, personeria jurídica , y lo mas importante que 
sus conductores sean idoneos y cumplan con el Ministerio de Transporte en tener sus licencias de 
conducción C1 la cual autoriza el transporte publico   
 
El modelo de transporté público siempre debe estar en pro de la ciudad y ayudar en su 
crecimiento;  así como se ha dicho el transporte expande a otros factores relacionados a este cono 
lo es turismo, como población en nuestro día a día tenemos que ver algo con el transporte por 
mínimo que sea,  ejemplo salir de la casa al trabajo o viceversa, el transporte es algo que no puede 
desaparecer ya que nuestro parque automotor va en un alto grado de crecimiento y debemos tener 
en claro que el derecho y el transporte van de la mano  
 
 A modo de conclusión citamos lo declarado en varias ocasiones  por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos: 
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Cuando el Estado aborda cuestiones complejas de política... económica, el proceso 
decisorio debe... comportar la realización de investigaciones y estudios apropiados, 
a fin de prevenir y evaluar previamente los efectos de las actividades que pueden 
atentar contra... los derechos de los ciudadanos, posibilitando de esa manera el logro 
de un justo equilibrio entre los diversos intereses concurrentes (Doménech, 2015, 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Gran Sala) 
de 20 de diciembre de 2017 (*) 
«Procedimiento prejudicial — Artículo 56 TFUE — Artículo 58 TFUE, 
apartado 1 — Servicios en el ámbito de los transportes — Directiva 2006/123/CE — 
Servicios en el mercado interior — Directiva 2000/31/CE — Directiva 98/34/CE — 
Servicios de la sociedad de la información — Servicio de intermediación que 
permite, mediante una aplicación para teléfonos inteligentes, conectar a cambio de 
una remuneración a conductores no profesionales que utilizan su propio vehículo con 
personas que desean realizar desplazamientos urbanos — Exigencia de una 
autorización» 
En el asunto C-434/15, 
que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al 
artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Mercantil n.º 3 de Barcelona, mediante auto 
de 16 de julio de 2015, recibido en el Tribunal de Justicia el 7 de agosto de 2015, en 
el procedimiento entre 
Asociación Profesional Élite Taxi 
y 
Uber Systems Spain, S.L., 
EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Gran Sala), 
integrado por el Sr. K. Lenaerts, Presidente, el Sr. A. Tizzano, Vicepresidente, la 
Sra. R. Silva de Lapuerta y los Sres. M. Ilešič, J.L. da Cruz Vilaça, J. Malenovský y 
E. Levits, Presidentes de Sala, y los Sres. E. Juhász, A. Borg Barthet, D. Šváby 
(Ponente), C. Lycourgos, M. Vilaras y E. Regan, Jueces; 
Abogado General: Sr. M. Szpunar; 
Secretario: Sra. M. Ferreira, administradora principal; 
habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 29 de 
noviembre de 2016; 
consideradas las observaciones presentadas: 
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–        en nombre de la Asociación Profesional Élite Taxi, por la Sra. M. Balagué Farré 
y el Sr. D. Salmerón Porras, abogados, y por el Sr. J.A. López-Jurado González, 
procurador; 
–        en nombre de Uber Systems Spain, S.L., por los Sres. B. Le Bret y D. Calciu, 
avocats, y por los Sres. R. Allendesalazar Corcho y J.J. Montero Pascual y las 
Sras. C. Fernández Vicién e I. Moreno-Tapia Rivas, abogados; 
–        en nombre del Gobierno español, por los Sres. M.A. Sampol Pucurull y A. Rubio 
González, en calidad de agentes; 
–        en nombre del Gobierno estonio, por la Sra. N. Grünberg, en calidad de agente; 
–        en nombre de Irlanda, por las Sras. E. Creedon y L. Williams y por el Sr. A. Joyce, 
en calidad de agentes, asistidos por la Sra. A. Carroll, Barrister; 
–        en nombre del Gobierno helénico, por la Sra. M. Michelogiannaki, en calidad 
de agente; 
–        en nombre del Gobierno francés, por los Sres. D. Colas, G. de Bergues y 
R. Coesme, en calidad de agentes; 
–        en nombre del Gobierno neerlandés, por las Sras. H. Stergiou y M. Bulterman, 
en calidad de agentes; 
–        en nombre del Gobierno polaco, por el Sr. B. Majczyna, en calidad de agente; 
–        en nombre del Gobierno finlandés, por el Sr. S. Hartikainen, en calidad de 
agente; 
–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. É. Gippini Fournier y F. Wilman 
y por las Sras. J. Hottiaux y H. Tserepa-Lacombe, en calidad de agentes; 
–        en nombre del Órgano de Vigilancia de la AELC, por los Sres. C. Zatschler y 
Ø. Bø y por la Sra. C. Perrin, en calidad de agentes; 
oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 11 
de mayo de 2017; 





1        La petición de decisión prejudicial versa sobre la interpretación del artículo 56 TFUE, 
del artículo 1 de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 
de junio de 1998, por la que se establece un procedimiento de información en materia 
de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los servicios de 
la sociedad de la información (DO 1998, L 204, p. 37), en su versión modificada por 
la Directiva 98/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de julio de 1998 
(DO 1998, L 217, p. 18) (en lo sucesivo, «Directiva 98/34»), del artículo 3 de la 
Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, 
relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la 
información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior (Directiva 
sobre el comercio electrónico) (DO 2000, L 178, p. 1), y de los artículos 2 y 9 de la 
Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios en el mercado interior (DO 2006, L 376, p. 36). 
2        Esta petición se ha presentado en el marco de un litigio entre la Asociación Profesional 
Élite Taxi (en lo sucesivo, Élite Taxi), una asociación profesional de taxistas de la 
ciudad de Barcelona, y Uber Systems Spain, S.L., sociedad vinculada a Uber 
Technologies Inc., en relación con la prestación por parte de dicha sociedad, mediante 
una aplicación para teléfonos inteligentes, de un servicio remunerado de conexión de 
conductores no profesionales que utilizan su propio vehículo y personas que desean 
realizar desplazamientos urbanos, sin disponer de permisos y licencias 
administrativas, para prestar dicho servicio. 
 Marco jurídico 
 Derecho de la Unión 
 Directiva 98/34 
3        El artículo 1, punto 2, de la Directiva 98/34 dispone: 
«A efectos de la presente Directiva, se entenderá por: 
[...] 
2)      “servicio”, todo servicio de la sociedad de la información, es decir, todo servicio 
prestado normalmente a cambio de una remuneración, a distancia, por vía 
electrónica y a petición individual de un destinatario de servicios. 
A efectos de la presente definición, se entenderá por: 
–        “a distancia”, un servicio prestado sin que las partes estén presentes 
simultáneamente; 
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–        “por vía electrónica”, un servicio enviado desde la fuente y recibido por 
el destinatario mediante equipos electrónicos de tratamiento (incluida la 
compresión digital) y de almacenamiento de datos y que se transmite, 
canaliza y recibe enteramente por hilos, radio, medios ópticos o cualquier 
otro medio electromagnético; 
–        “a petición individual de un destinatario de servicios”, un servicio prestado 
mediante transmisión de datos a petición individual. 
En el anexo V figura una lista indicativa de los servicios no cubiertos por esta 
definición. 
[...]» 
4        Con arreglo a los artículos 10 y 11 de la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un 
procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas 
relativas a los servicios de la sociedad de la información (DO 2015, L 241, p. 1), la 
Directiva 98/34 se derogó el 7 de octubre de 2015; sin embargo, sigue siendo de 
aplicación ratione temporis al litigio principal. 
 Directiva 2000/31 
5        El artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/31 establece que, a efectos de dicha 
Directiva, se entenderá que los «servicios de la sociedad de la información» son 
servicios en el sentido del apartado 2 del artículo 1 de la Directiva 98/34. 
6        El artículo 3, apartados 2 y 4, de la Directiva 2000/31 dispone: 
«2.      Los Estados miembros no podrán restringir la libertad de prestación de servicios 
de la sociedad de la información de otro Estado miembro por razones inherentes al 
ámbito coordinado. 
[...] 
4.      Los Estados miembros podrán tomar medidas que constituyen excepciones al 
apartado 2 respecto de un determinado servicio de la sociedad de la información si se 
cumplen las condiciones siguientes: 
a)      Las medidas deberán ser: 
i)      necesarias por uno de los motivos siguientes: 
–        orden público, en particular la prevención, investigación, 
descubrimiento y procesamiento del delito, incluidas la protección 
de menores y la lucha contra la instigación al odio por motivos de 
33 
raza, sexo, religión o nacionalidad, así como las violaciones de la 
dignidad humana de personas individuales, 
–        protección de la salud pública, 
–        seguridad pública, incluidas la salvaguarda de la seguridad y la 
defensa nacionales, 
–        protección de los consumidores, incluidos los inversores; 
ii)      tomadas en contra de un servicio de la sociedad de la información que 
vaya en detrimento de los objetivos enunciados en el inciso i) o que 
presente un riesgo serio y grave de ir en detrimento de dichos objetivos; 
iii)      proporcionadas a dichos objetivos. 
b)      Antes de adoptar dichas medidas y sin perjuicio de los procesos judiciales, 
incluidas las actuaciones preliminares y los actos realizados en el marco de una 
investigación criminal, el Estado miembro deberá: 
–        haber pedido al Estado miembro que figura en el apartado 1 que tome 
medidas y este último no haberlas tomado, o no haber resultado 
suficientes, 
–        haber notificado a la Comisión y al Estado miembro mencionado en el 
apartado 1 su intención de adoptar dichas medidas.» 
 Directiva 2006/123 
7        Según el considerando 21 de la Directiva 2006/123, «los servicios de transporte, 
incluido el transporte urbano, los taxis y ambulancias, así como los servicios 
portuarios, deben quedar excluidos del ámbito de aplicación de [esta] Directiva». 
8        El artículo 2, apartado 2, letra d), de la mencionada Directiva prevé que ésta no se 
aplica a los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los servicios portuarios, 
que entren dentro del ámbito de aplicación del título V de la tercera parte del Tratado 
CE, actualmente título VI de la tercera parte del Tratado FUE. 
9        El capítulo III de la Directiva 2006/123, titulado «Libertad de establecimiento de los 
prestadores», incluye el artículo 9 de la mencionada Directiva, cuyo apartado 1 
dispone lo siguiente: 
«Los Estados miembros solo podrán supeditar el acceso a una actividad de servicios y 
su ejercicio a un régimen de autorización cuando se reúnan las siguientes condiciones: 
a)      el régimen de autorización no es discriminatorio para el prestador de que se trata; 
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b)      la necesidad de un régimen de autorización está justificada por una razón 
imperiosa de interés general; 
c)      el objetivo perseguido no se puede conseguir mediante una medida menos 
restrictiva, en concreto porque un control a posteriori se produciría demasiado 
tarde para ser realmente eficaz.» 
10      El capítulo IV de dicha Directiva, titulado «Libre circulación de servicios», incluye 
su artículo 16, que fija las reglas que permiten a los prestadores de servicios facilitar 
servicios en un Estado miembro distinto de aquel en el que están establecidos. 
 Derecho español 
11      En el área metropolitana de Barcelona, los servicios de taxi están regulados por la Ley 
19/2003, de 4 de julio, del Taxi (DOGC n.º 3926, de 16 de julio de 2003, y BOE 
n.º 189, de 8 de agosto de 2003) y por el Reglamento Metropolitano del Taxi, adoptado 
por el Consell Metropolità de l’Entitat Metropolitana de Transport de Barcelona, de 
22 de julio de 2004. 
12      A tenor del artículo 4 de dicha Ley: 
«1.      La prestación del servicio urbano de taxi queda sometida a la previa obtención 
de la licencia que habilita a la persona titular para cada uno de los vehículos destinados 
a realizar dicha actividad. 
2.      Las licencias que habilitan para el servicio urbano de taxi son otorgadas por los 
ayuntamientos o entidades locales competentes en el ámbito territorial en que ha de 
llevarse a cabo la actividad. 
3.      La prestación del servicio interurbano de taxi queda sometida a la obtención de 
la correspondiente autorización, otorgada por el departamento de la Generalidad 
competente en materia de transportes.» 
 Litigio principal y cuestiones prejudiciales 
13      El 29 de octubre de 2014, Élite Taxi interpuso una demanda ante el Juzgado de lo 
Mercantil n.º 3 de Barcelona en la que solicitaba que dicho juzgado declarase que las 
actividades de Uber Systems Spain vulneran la normativa en vigor y constituyen 
prácticas engañosas y actos de competencia desleal, en el sentido de la Ley 3/1991, de 
10 de enero, de Competencia Desleal. Élite Taxi pedía también que se condenara a 
Uber Systems Spain a cesar en su conducta desleal consistente en dar apoyo a otras 
sociedades del grupo proveyendo servicios on demand de solicitudes efectuados 
mediante aparatos móviles y por Internet. Por último, solicitaba al mencionado 
juzgado que prohibiera a Uber Systems Spain la reiteración futura de esta actividad. 
14      El Juzgado de lo Mercantil n.º 3 de Barcelona declara con carácter previo que, aunque 
Uber Systems Spain ejerce su actividad en España, esta actividad está vinculada a una 
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plataforma internacional, lo que justifica que la acción de esta sociedad se analice a 
escala de la Unión Europea. Señala a continuación que ni Uber Systems Spain ni los 
conductores, no profesionales, de los vehículos en cuestión disponen de las licencias 
y autorizaciones previstas en el Reglamento Metropolitano del Taxi de Barcelona, de 
22 de julio de 2004. 
15      Para comprobar si las prácticas de Uber Systems Spain y las sociedades vinculadas a 
ella (en lo sucesivo, conjuntamente, «Uber») pueden calificarse de desleales e 
incumplir la normativa española en materia de competencia, el Juzgado de lo 
Mercantil n.º 3 de Barcelona considera necesario que se dilucide si Uber debe disponer 
de una autorización administrativa previa. A tal fin, a su juicio ha de determinarse si 
los servicios prestados por esta sociedad deben considerarse servicios de transporte, 
servicios propios de la sociedad de la información o una combinación de ambos tipos 
de servicios. En efecto, de la calificación empleada dependerá la posibilidad de 
imponer a dicha sociedad la obligación de disponer de una autorización administrativa 
previa. En particular, el juzgado remitente afirma que, si el servicio controvertido está 
incluido en el ámbito de aplicación de la Directiva 2006/123 o de la Directiva 98/34, 
las prácticas de Uber no podrán considerarse desleales. 
16      A tal fin, el juzgado remitente indica que Uber contacta o conecta con conductores no 
profesionales, a los que proporciona una serie de herramientas informáticas —una 
interfaz— que les permite conectarse a su vez con personas que desean realizar 
trayectos urbanos y que acceden al servicio mediante la aplicación informática 
epónima. La actividad de Uber se ejerce con ánimo de lucro. 
17      El juzgado remitente observa también que la petición de decisión prejudicial no versa 
en modo alguno sobre estos elementos fácticos, sino únicamente sobre la calificación 
jurídica del servicio controvertido. 
18      Por consiguiente, el Juzgado de lo Mercantil n.º 3 de Barcelona decidió suspender el 
procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales: 
«1)      En la medida en la que el artículo 2, apartado 2, letra d), de la Directiva 
[2006/123] excluye del ámbito de aplicación de dicha Directiva a las actividades 
de transporte: se pregunta si la actividad realizada por [Uber Systems Spain], 
con carácter lucrativo, de intermediación entre el titular de un vehículo y la 
persona que necesita realizar un desplazamiento dentro de una ciudad, 
gestionando los medios informáticos —interfaz y aplicación de software 
“teléfonos inteligentes y plataforma tecnológica” en palabras de [Uber Systems 
Spain]— que permitan su conexión, debe considerarse una mera actividad de 
transporte o ha de considerarse un servicio electrónico de intermediación, o un 
servicio propio de la sociedad de la información en los términos que define el 
artículo 1.2 de la Directiva [98/34]. 
2)      Dentro de la identificación de la naturaleza jurídica de esta actividad si podría 
considerarse [...] parcialmente un servicio de la sociedad de la información, y, 
en ese caso, si se debería beneficiar el servicio electrónico de intermediación del 
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principio de libertad de prestación de servicios en los términos que garantiza la 
normativa comunitaria —artículo 56 TFUE y Directivas [2006/123] y 
[2000/31]—. 
3)      En el caso de que se considerara que el servicio realizado por [Uber Systems 
Spain] no es un servicio de transporte y, por lo tanto, se considerara dentro de 
los supuestos amparados por la Directiva 2006/123, la cuestión que se plantea 
es si el contenido del artículo 15 de la Ley de Competencia Desleal —referido a 
la violación de normas que regulen la actividad [concurrencial]— no sería 
contrario a la Directiva 2006/123, concretamente al artículo 9 sobre libertad de 
establecimiento y régimen de autorización, cuando la referencia a leyes o 
normas jurídicas internas se realice sin tener en cuenta que el régimen de 
obtención de licencias, autorizaciones o permisos no puede ser en modo alguno 
restrictivo o desproporcionado, es decir, no puede obstaculizar de modo no 
razonable el principio de libre establecimiento. 
4)      Si se confirma que la Directiva [2000/31] es aplicable al servicio prestado por 
[Uber Systems Spain], la cuestión que se plantea es si las restricciones de un 
Estado miembro [respecto] a la libre prestación del servicio electrónico de 
intermediación desde otro Estado miembro, en forma de sometimiento del 
servicio a autorización o licencia, o en forma de orden judicial de cesación de la 
prestación del servicio electrónico de intermediación fundada en la aplicación 
de la normativa nacional de competencia desleal, constituyen válidas medidas 
que constituyen excepciones al apartado 2 en cumplimiento de lo dispuesto en 
el artículo 3.4 de la Directiva [2000/31].» 
 Sobre la competencia del Tribunal de Justicia 
19      Élite Taxi considera que la calificación jurídica del servicio prestado por Uber excede 
de la competencia del Tribunal de Justicia, ya que supone pronunciarse sobre 
cuestiones de hecho. En estas circunstancias, a su juicio, el Tribunal de Justicia no 
tiene competencia para responder a las cuestiones prejudiciales planteadas. 
20      Sobre este particular, es preciso recordar que el juzgado remitente ha indicado 
claramente, como se desprende del apartado 17 de la presente sentencia, que sus 
cuestiones prejudiciales no versan sobre la constatación o el análisis de los hechos del 
litigio principal, sino únicamente sobre la calificación jurídica del servicio 
controvertido. Pues bien, la calificación, a la luz del Derecho de la Unión, de hechos 
cuya existencia declara probada el juzgado remitente supone una interpretación de 
dicho Derecho, para la cual el Tribunal de Justicia es competente en el marco del 
procedimiento establecido en el artículo 267 TFUE (véase, por analogía, la sentencia 
de 3 de diciembre de 2015, Banif Plus Bank, C-312/14, EU:C:2015:794, apartados 51 
y 52). 
21      Por consiguiente, el Tribunal de Justicia es competente para conocer de las cuestiones 
prejudiciales planteadas. 
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 Sobre las cuestiones prejudiciales 
 Sobre la admisibilidad 
22      Los Gobiernos español, helénico, neerlandés, polaco y finlandés, la Comisión Europea 
y el Órgano de Vigilancia de la AELC ponen de manifiesto el carácter 
insuficientemente preciso del auto de remisión, en lo que atañe tanto a la normativa 
nacional aplicable como a la naturaleza de las actividades controvertidas en el litigio 
principal. 
23      A este respecto, debe recordarse que la negativa del Tribunal de Justicia a pronunciarse 
sobre una cuestión prejudicial planteada por un órgano jurisdiccional nacional sólo es 
posible cuando resulte evidente que la interpretación del Derecho de la Unión 
solicitada no guarda relación alguna ni con la realidad ni con el objeto del litigio 
principal, cuando el problema sea de naturaleza hipotética o cuando el Tribunal de 
Justicia no disponga de los elementos de hecho y de Derecho necesarios para 
responder adecuadamente a las cuestiones que se le hayan planteado (sentencia de 27 
de junio de 2017, Congregación de Escuelas Pías Provincia Betania, C-74/16, 
EU:C:2017:496, apartado 25). 
24      Sobre este último aspecto, la necesidad de llegar a una interpretación del Derecho de 
la Unión que sea útil para el juez nacional exige que éste defina el contexto fáctico y 
el régimen normativo en el que se inscriben las cuestiones que plantea o que, al menos, 
explique los supuestos de hecho en que se basan tales cuestiones, como pone de relieve 
el artículo 94, letras a) y b), del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia 
(véase la sentencia de 10 de mayo de 2017, de Lobkowicz, C-690/15, EU:C:2017:355, 
apartado 28). 
25      Además, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la información que 
proporcionan las resoluciones de remisión no sólo sirve para que el Tribunal de 
Justicia pueda dar respuestas útiles, sino también para que los Gobiernos de los 
Estados miembros y las demás partes interesadas tengan la posibilidad de presentar 
observaciones conforme al artículo 23 del Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea. Incumbe al Tribunal de Justicia velar por la preservación de esa posibilidad, 
teniendo en cuenta que, en virtud de ese artículo, sólo se notifican a las partes 
interesadas las resoluciones de remisión, acompañadas de una traducción a la lengua 
oficial de cada Estado miembro, con exclusión de los autos nacionales que el tribunal 
remitente haya enviado en su caso al Tribunal de Justicia (sentencia de 4 de mayo de 
2016, Pillbox 38, C-477/14, EU:C:2016:324, apartado 26 y jurisprudencia citada). 
26      En el presente caso, debe señalarse que el auto de remisión, ciertamente sucinto en su 
referencia a las disposiciones nacionales pertinentes, permite no obstante identificar 
las que pueden aplicarse a la prestación del servicio controvertido en el litigio 
principal, de las que se deduce que a tal fin es necesaria la obtención de una licencia 
o de una autorización administrativa. 
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27      Del mismo modo, la descripción por parte del juzgado remitente del servicio prestado 
por Uber, cuyo contenido se recuerda en el apartado 16 de la presente sentencia, 
presenta un grado de precisión suficiente. 
28      Por último, el juzgado remitente expone de manera precisa las razones que le han 
llevado a preguntarse sobre la interpretación del Derecho de la Unión, con arreglo al 
artículo 94, letra c), del Reglamento de Procedimiento. 
29      En consecuencia, debe considerarse que el auto de remisión contiene los elementos 
fácticos y jurídicos que permiten al Tribunal de Justicia dar una respuesta útil al 
juzgado remitente y a las partes interesadas pronunciarse adecuadamente sobre las 
cuestiones prejudiciales planteadas al Tribunal de Justicia, en virtud de la 
jurisprudencia recordada en el apartado 25 de la presente sentencia. 
30      Por otro lado, el Gobierno polaco expresa dudas sobre la aplicabilidad, en particular, 
del artículo 56 TFUE al presente asunto, dado que la situación controvertida en el 
litigio principal es a su juicio meramente interna. 
31      Sin embargo, del auto de remisión, en particular de los elementos recordados en el 
apartado 14 de la presente sentencia, así como de los restantes documentos obrantes 
en los autos de que dispone el Tribunal de Justicia, se desprende que el servicio 
controvertido en el litigio principal se presta mediante una sociedad que opera a partir 
del territorio de otro Estado miembro, a saber, el Reino de los Países Bajos. 
32      En estas circunstancias, es preciso declarar que la petición de decisión prejudicial es 
admisible. 
 Sobre el fondo 
33      Mediante sus cuestiones prejudiciales primera y segunda, que procede examinar 
conjuntamente, el juzgado remitente pide sustancialmente que se dilucide si el artículo 
56 TFUE, en relación con el artículo 58 TFUE, apartado 1, el artículo 2, apartado 2, 
letra d), de la Directiva 2006/123 y el artículo 1, punto 2, de la Directiva 98/34, al que 
remite el artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/31, deben interpretarse en el sentido 
de que un servicio de intermediación, como el controvertido en el litigio principal, que 
tiene por objeto conectar, mediante una aplicación para teléfonos inteligentes, a 
cambio de una remuneración, a conductores no profesionales que utilizan su propio 
vehículo con personas que desean efectuar un desplazamiento urbano debe calificarse 
de «servicio en el ámbito de los transportes», a efectos del artículo 58 TFUE, apartado 
1, y, por lo tanto, está excluido del ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE, de la 
Directiva 2006/123 y de la Directiva 2000/31, o, por el contrario, si dicho servicio está 
incluido en el ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE, de la Directiva 2006/123 y 
de la Directiva 2000/31. 
34      A este respecto, procede señalar que un servicio de intermediación consistente en 
conectar a un conductor no profesional que utiliza su propio vehículo con una persona 
que desea realizar un desplazamiento urbano constituye, en principio, un servicio 
distinto del servicio de transporte, que consiste en el acto físico de desplazamiento de 
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personas o bienes de un lugar a otro mediante un vehículo. Debe añadirse que cada 
uno de estos servicios, considerados aisladamente, puede estar vinculado a diferentes 
directivas o disposiciones del Tratado FUE relativas a la libre prestación de servicios, 
como considera el juzgado remitente. 
35      Así, un servicio de intermediación que permite la transmisión, mediante una aplicación 
para teléfonos inteligentes, de información relativa a la reserva del servicio de 
transporte entre el pasajero y el conductor no profesional que utiliza su propio 
vehículo, que efectuará el transporte, responde en principio a los criterios para ser 
calificado de «servicio de la sociedad de la información», en el sentido del artículo 1, 
punto 2, de la Directiva 98/34, al que remite el artículo 2, letra a), de la Directiva 
2000/31. Como establece la definición contenida en la mencionada disposición de la 
Directiva 98/34, este servicio de intermediación es un «servicio prestado normalmente 
a cambio de una remuneración, a distancia, por vía electrónica y a petición individual 
de un destinatario de servicios». 
36      En cambio, un servicio de transporte urbano no colectivo, como un servicio de taxi, 
debe ser calificado de «servicio en el ámbito del transporte», en el sentido del artículo 
2, apartado 2, letra d), de la Directiva 2006/123, a la luz del considerando 21 de ésta 
(véase, en este sentido, la sentencia de 1 de octubre de 2015, Trijber y Harmsen, C-
340/14 y C-341/14, EU:C:2015:641, apartado 49). 
37      No obstante, es preciso poner de manifiesto que un servicio como el controvertido en 
el litigio principal no se limita a un servicio de intermediación consistente en conectar, 
mediante una aplicación para teléfonos inteligentes, a un conductor no profesional que 
utiliza su propio vehículo con una persona que desea realizar un desplazamiento 
urbano. 
38      En efecto, en una situación como la que describe el juzgado remitente, en la que el 
transporte de pasajeros lo realizan conductores no profesionales que utilizan su propio 
vehículo, el prestador de este servicio de intermediación crea al mismo tiempo una 
oferta de servicios de transporte urbano, que hace accesible concretamente mediante 
herramientas informáticas, como la aplicación controvertida en el litigio principal, y 
cuyo funcionamiento general organiza en favor de las personas que deseen recurrir a 
esta oferta para realizar un desplazamiento urbano. 
39      A este respecto, de la información de que dispone el Tribunal de Justicia resulta que 
el servicio de intermediación de Uber se basa en la selección de conductores no 
profesionales que utilizan su propio vehículo, a los que esta sociedad proporciona una 
aplicación sin la cual, por un lado, estos conductores no estarían en condiciones de 
prestar servicios de transporte y, por otro, las personas que desean realizar un 
desplazamiento urbano no podrían recurrir a los servicios de los mencionados 
conductores. A mayor abundamiento, Uber ejerce una influencia decisiva sobre las 
condiciones de las prestaciones efectuadas por estos conductores. Sobre este último 
punto, consta en particular que Uber, mediante la aplicación epónima, establece al 
menos el precio máximo de la carrera, que recibe este precio del cliente para después 
abonar una parte al conductor no profesional del vehículo y que ejerce cierto control 
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sobre la calidad de los vehículos, así como sobre la idoneidad y el comportamiento de 
los conductores, lo que en su caso puede entrañar la exclusión de éstos. 
40      Por consiguiente, debe considerarse que este servicio de intermediación forma parte 
integrante de un servicio global cuyo elemento principal es un servicio de transporte 
y, por lo tanto, que no responde a la calificación de «servicio de la sociedad de la 
información», en el sentido del artículo 1, punto 2, de la Directiva 98/34, al que remite 
el artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/31, sino a la de «servicio en el ámbito de 
los transportes», en el sentido del artículo 2, apartado 2, letra d), de la Directiva 
2006/123. 
41      Por otro lado, esta calificación encuentra apoyo en la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia, según la cual el concepto de «servicio en el ámbito de los transportes» engloba 
no sólo los servicios de transporte como tales, sino también cualquier servicio ligado 
de forma inherente a un desplazamiento de personas o mercancías de un lugar a otro 
gracias a un medio de transporte [véanse, en este sentido, la sentencia de 15 de octubre 
de 2015, Grupo Itevelesa y otros, C-168/14, EU:C:2015:685, apartados 45 y 46, y el 
dictamen 2/15 (Acuerdo de libre comercio con Singapur), de 16 de mayo de 2017, 
EU:C:2017:376, apartado 61]. 
42      En consecuencia, la Directiva 2000/31 no es aplicable a un servicio de intermediación 
como el controvertido en el litigio principal. 
43      Tal servicio, en la medida en que se califica de «servicio en el ámbito de los 
transportes», tampoco está sometido a la Directiva 2006/123, dado que este tipo de 
servicios, con arreglo al artículo 2, apartado 2, letra d), de esta Directiva, se encuentra 
entre los que están expresamente excluidos de su ámbito de aplicación. 
44      Por otro lado, dado que el servicio de intermediación controvertido en el litigio 
principal responde a la calificación de «servicio en el ámbito de los transportes», no 
está incluido en el ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE, relativo a la libre 
prestación de servicios en general, sino en el del artículo 58 TFUE, apartado 1, 
disposición específica con arreglo a la cual «la libre prestación de servicios, en materia 
de transportes, se regirá por las disposiciones del título relativo a los transportes» 
(véase, en este sentido, la sentencia de 22 de diciembre de 2010, Yellow Cab 
Verkehrsbetrieb, C-338/09, EU:C:2010:814, apartado 29 y jurisprudencia citada). 
45      De este modo, la aplicación del principio de libre prestación de servicios debe 
realizarse, según el Tratado FUE, mediante la aplicación de la política común de 
transportes (sentencia de 22 de diciembre de 2010, Yellow Cab Verkehrsbetrieb, C-
338/09, EU:C:2010:814, apartado 30 y jurisprudencia citada). 
46      Ahora bien, es preciso declarar que los servicios de transporte urbano no colectivo y 
los servicios indisociablemente vinculados a ellos, como el servicio de intermediación 
controvertido en el litigio principal, no han dado lugar a la adopción por parte del 
Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea de normas comunes u otras 
medidas sobre la base del artículo 91 TFUE, apartado 1. 
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47      De ello se desprende que, en el estado actual del Derecho de la Unión, incumbe a los 
Estados miembros regular las condiciones de prestación de servicios de 
intermediación como los controvertidos en el litigio principal, siempre que se respeten 
las normas generales del Tratado FUE. 
48      En consecuencia, procede responder a las cuestiones prejudiciales primera y segunda 
que el artículo 56 TFUE, en relación con el artículo 58 TFUE, apartado 1, el artículo 
2, apartado 2, letra d), de la Directiva 2006/123 y el artículo 1, punto 2, de la Directiva 
98/34, al que remite el artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/31, deben interpretarse 
en el sentido de que ha de considerarse que un servicio de intermediación, como el del 
litigio principal, que tiene por objeto conectar, mediante una aplicación para teléfonos 
inteligentes, a cambio de una remuneración, a conductores no profesionales que 
utilizan su propio vehículo con personas que desean efectuar un desplazamiento 
urbano, está indisociablemente vinculado a un servicio de transporte y, por lo tanto, 
ha de calificarse de «servicio en el ámbito de los transportes», a efectos del artículo 
58 TFUE, apartado 1. En consecuencia, un servicio de esta índole está excluido del 
ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE, de la Directiva 2006/123 y de la Directiva 
2000/31. 
49      Habida cuenta de la respuesta a las cuestiones prejudiciales primera y segunda, no ha 
lugar a responder a las cuestiones prejudiciales tercera y cuarta, que se plantean en 
caso de que se aplique la Directiva 2006/123 o la Directiva 2000/31. 
 Costas 
50      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un 
incidente promovido ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a éste 
resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio 
principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser 
objeto de reembolso. 
En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 
El artículo 56 TFUE, en relación con el artículo 58 TFUE, apartado 1, el artículo 
2, apartado 2, letra d), de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior, y el artículo 1, punto 2, de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se establece un procedimiento 
de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las 
reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información, en su versión 
modificada por la Directiva 98/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
20 de julio de 1998, al que remite el artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/31/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, relativa a 
determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, 
en particular el comercio electrónico en el mercado interior (Directiva sobre el 
comercio electrónico), deben interpretarse en el sentido de que ha de considerarse 
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que un servicio de intermediación, como el del litigio principal, que tiene por 
objeto conectar, mediante una aplicación para teléfonos inteligentes, a cambio de 
una remuneración, a conductores no profesionales que utilizan su propio 
vehículo con personas que desean efectuar un desplazamiento urbano, está 
indisociablemente vinculado a un servicio de transporte y, por lo tanto, ha de 
calificarse de «servicio en el ámbito de los transportes», a efectos del artículo 
58 TFUE, apartado 1. En consecuencia, un servicio de esta índole está excluido 
del ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE, de la Directiva 2006/123 y de la 
Directiva 2000/31. 
Pronunciada en audiencia pública en Luxemburgo, a 20 de diciembre de 2017 
 
 
 
